




Es así que debe entenderse la descentralización 
como la entrega de una función propia del ente 
central, a otra entidad, de naturaleza distinta, para 
que sea ella la que cumpla tales obligaciones, 
siendo autónomas patrimonial, financiera, jurídica 
y administrativamente.

Con la ORDENANZA 033 DEL 29 DE JULIO DE 
2010, se adicionó la palabra DESARROLLO en el 
nombre de la Empresa a fin de aclarar el intervenir 
de la misma toda vez que no solo puede ejecutar 
actividades relacionadas con el tema de vivienda 
sino además con su entorno como lo es la infraes-
tructura y el equipamiento colectivo y comunitario, 
entendido en el ámbito urbano y rural.  

Era necesario aclarar que PROVIQUINDIO podía 
comercializar u ofrecer servicios no solo Interven-
toría, construcción, diseño y formulación de pro-
yectos de vivienda sino además de infraestructura 
y equipamiento colectivo y comunitario.

Con la Empresa transformada (Ordenanza 020 de 
2009) y con la aclaración de conceptos valiosos a 
través de la Ordenanza 030 de 2010, se dio clari-
dad jurídica para el correcto funcionamiento de la 
Empresa no solo al campo de aplicación de la 
misma sino además a sus funciones, estatutos, etc. 
Dichas modificaciones eran  necesarias para conti-
nuar con una empresa que presta servicios y 
comercializa estrategias que conllevan a cumplir el 
objetivo social de la misma, teniendo en cuenta 
además la normatividad que regula el tema de las 
Empresas Industriales y comerciales. 

Era necesario que la Promotora de Vivienda del 
Quindío fuera una empresa capaz de prestar servi-
cios y comercializar estrategias que indujeran a 
cumplir el objetivo social de la misma; es por ello 
que se requería transformación, de igual modo 
apuntar no solo a generar una vivienda sino 
además un entorno y con ello un equipamiento 
colectivo que contribuya al mejoramiento integral 
de los barrios.

Se consideraba necesario que el departamento 
apuntara hacia la universalidad, eficiencia y efica-
cia en el servicio, a través de la transformación de 
la Promotora de Vivienda del Quindío, en una 
Empresa Industrial y Comercial del Estado, eficien-
te y competitiva, que obtuviera para el Departa-
mento el mayor provecho de los proyectos aplica-
dos al servicio de la vivienda y su entorno así como 
a la consecución, aplicación y control de bienes y 
recursos que fueran invertidos en labores de 
apoyo técnico y logístico en esta materia. Esta 
entidad, además, estaría en capacidad de consoli-
darse como una entidad eficiente en la formula-
ción, promoción, aplicación, desarrollo y ejecución 
de planes y ejecución de proyectos de vivienda, 
infraestructura y equipamiento colectivo y comu-
nitario  contando con entidades públicas o priva-
das que en razón de su objeto social demanden 
los servicios, servicios necesarios en la escala de 
prioridades de la comunidad del departamento.

La creación de una empresa industrial y comercial 
del Estado, es una expresión básica de lo que se 
entiende por descentralización administrativa, la 
cual se concibe como la descentralización de una 
función pública en especial: la función administra-
tiva.
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De acuerdo con lo establecido en la Constitución 
Política las empresas industriales y comerciales del 
Estado "... forman parte de la Rama Ejecutiva" y su 
creación o autorización de constitución, corres-
ponde al  Congreso de la República, Asambleas 
Departamentales o Concejos Municipales depen-
diendo si pertenecen al orden nacional, departa-
mental o municipal, respectivamente. Igualmente, 
el nombramiento del representante legal de 
dichas empresas (presidente, director o gerente) 
corresponde al Presidente de la República, Gober-
nador o Alcalde según el orden al que pertenezca.

Así mismo, en el artículo 30 del Decreto 1050 de 
1968, se establece: "Los establecimientos públicos y 
las empresas industriales y comerciales del Estado se 
ceñirán, en el cumplimiento de sus funciones, a la ley o 
norma que los creó y a sus estatutos; y no podrán desa-
rrollar actividades o ejecutar actos distintos de los allí 
previstos, ni destinar cualquier parte de sus bienes o 
recursos para �nes diferentes de los contemplados en la 
ley o en sus estatutos".

Al respecto es importante tener en cuenta lo mani-
festado por la Corte Constitucional en relación con 
la naturaleza de las empresas industriales y comer-
ciales del Estado en la sentencia C-207 de 1997 en 
donde señaló que:  

"El ordenamiento constitucional vigente establece que 
las empresas industriales y comerciales del Estado 
forman parte de la rama ejecutiva del poder público y su 
creación o la autorización para su constitución corres-
ponde al Congreso de la República. En lo que concierne a 
sus trabajadores, estos hacen parte de la de�nición de 
servidores públicos establecida por la Constitución 
Política, por lo que están obligados a ejercer sus funcio-
nes en la forma prevista por la Constitución, la ley y el 
reglamento, con el sometimiento a un régimen especial 
de responsabilidades, inhabilidades e incompatibilida-
des, al igual, que a la normatividad que sobre la función 
pública y régimen disciplinario les señale el Congreso de 
la República. En la medida en que son entidades estata-
les, se encuentran sometidas al derecho público, aun 
cuando el Legislador pueda establecer excepciones a ese 
régimen general y disponer asimilaciones al derecho 
privado relativamente amplias, teniendo en cuenta que 
las actividades que desarrollan son similares a las reali-
zadas por los particulares, dada su naturaleza de orden 
industrial y comercial distinta al ejercicio de funciones 
administrativas", sentencia C-209 de 1997, Magistrado 
Ponente Hernando Herrera Vergara”. (Subrayado fuera 
del texto).

PROVIQUINDÍO COMO ENTIDAD QUE COADYUVA 
AL CUMPLIMIENTO DE METAS DEL PLAN DE DESARROLLO
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CUMPLIMIENTO METAS PLAN DE
DESARROLLO

ACTIVIDAD PROPIA INDUSTRIAL
Y COMERCIAL
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Dentro del Objeto Social de la Empresa se habla 
no solo  de la ejecución de proyectos de vivienda 
sino de todo su entorno, que incluye toda obra 
civil de infraestructura como equipamientos colec-
tivos, vías, parques, y en general todo lo que se 
encuentre circunscrito dentro del concepto de 
urbanismo, el cual ha sido debidamente desarro-
llado por el Consejo de Estado en su Sala de Con-
sulta y Servicio Civil, Consejero Ponente Cesar 
Hoyos Salazar, Radicado No. 1502 del 4 de julio de 
2003, y que establece:

“… Un proyecto consiste básicamente en un plan para la 
realización de una cosa, un programa para ejecutar una 
idea; mientras que la palabra “urbanización” tiene dos 
acepciones: el núcleo residencial urbanizado y la acción 
y efecto de urbanizar, verbo éste que es de�nido por el 
Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española 
como “convertir en poblado una porción de terreno o 
prepararlo para ello, abriendo calles y dotándolas de luz, 
pavimento y demás servicios municipales”, en otras 
palabras, construir un núcleo residencial, como dice el 
mismo diccionario, un barrio, con sus vías y servicios 
públicos. La porción de terreno resulta de la parcelación 
y por ende esta forma parte del proyecto de urbaniza-
ción.

Por consiguiente, esta expresión se re�ere, según su 
sentido natural y obvio, como dispone el Código Civil, en 
su artículo 28, que se deben interpretar las palabras, a 
los planes para la construcción de conjuntos residencia-
les o barrios con vías y servicios, a partir de la parcela-
ción del predio respectivo.

La norma no se debe entender como alusiva a “proyec-
tos de urbanismo”, pues la   palabra    que   emplea,    de

manera expresa, es “urbanización”, y el urbanismo es un 
concepto mucho más amplio que el de urbanización, ya 
que, conforme lo de�ne dicho diccionario, consiste en el 
“conjunto de conocimientos relativos a la creación, 
desarrollo, reforma y progreso de las poblaciones según 
conviene a las necesidades de la vida humana”.

(…)
 
“El urbanismo es pues, un concepto mucho más vasto 
que el de urbanización, pues ésta se re�ere a la parcela-
ción de uno o más predios y a la construcción en uno o 
más de ellos de un conjunto habitacional o residencial 
con su infraestructura, en tanto que el urbanismo se 
re�ere a la proyección y desarrollo de espacios adecua-
dos para una ciudad de forma ordenada, y en conse-
cuencia, engloba el diseño armónico y la construcción 
articulada con la identidad y el entorno de la ciudad, de 
plazas, parques, calles y avenidas, urbanizaciones, edi�-
cios de apartamentos y de o�cinas, zonas comerciales e 
industriales, colegios y universidades, hospitales y 
centros de salud, instalaciones militares y de policía, 
escenarios deportivos, en �n, todo lo que constituye una 
ciudad.

Por ello, por esa gran diferencia de contenido, no se 
puede asimilar la expresión “proyectos de urbanización” 
a ”proyectos de urbanismo”, ni tomarlas como sinóni-
mas para efectos de aplicar o extender el inciso �nal del 
aludido artículo 36 a los proyectos de urbanismo”.
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El objeto de ProviQuindío, se encuentra dentro de 
un contexto jurídico y jurisprudencial acorde a las 
pretensiones que el departamento tuvo al visuali-
zar una empresa que no se agotara de manera 
exclusiva en realizar obras vacías de cemento, sino 
que contemplara proyectos en su entorno, perfi-
lándola como una entidad que pudiera estar a la 
altura de constructores privados, y que le permitie-
ra optimizar los recursos técnicos disponibles para 
mejorar la calidad de vida y el hábitat de todos los 
habitantes del departamento.

Es pertinente suscribir convenios interadminis-
trativos con ProviQuindío teniendo en cuenta:

PROVIQUINDÍO COMO EMPRESA INDUSTRIAL 
Y COMERCIAL

Igualmente se establece que dichas entidades 
como integrantes de la Rama Ejecutiva del Poder 
Público, salvo disposición legal en contrario, gozan 
de los privilegios y prerrogativas que la Constitu-
ción Política y las leyes confieren a la Nación y a las 
entidades territoriales, según el caso, advirtiendo 
que en los eventos en que las empresas compitan 
con empresas privadas, no podrán ejercer dichas 
prerrogativas cuando las mismas impliquen 
menoscabo de los principios de igualdad y libre 
competencia.

Ahora bien, establece el artículo 85 de la Ley 489 
de 1998 que las empresas industriales y comercia-
les del Estado “son organismos creados por la ley o 
autorizados por ésta, que desarrollan actividades de 
naturaleza industrial o comercial y de gestión económi-
ca conforme a las reglas del Derecho Privado, salvo las 
excepciones que consagra la ley.”

Así mismo, tal y como se expresa en el Plan Gene-
ral de Contabilidad Pública “Marco Conceptual. 1.1. 
Características del Sector Público. Las instituciones que 
ejecutan funciones de gobierno no persiguen ánimo de 
lucro, pero existen entidades con funciones de mer-
cado, como las empresas industriales y comerciales 
del Estado y las sociedades de economía mixta, con 
personería jurídica, autonomía administrativa y capital 
independiente, en donde los precios se �jan siguien-
do el libre juego de la oferta y la demanda”. (La 
subraya no es del texto).

ProviQuindío ProviQuindío 

POR SU EXPERIENCIA

POR LA CAPACIDAD OPERATIVA

POR SU COFINANCIACION

POR SU OBJETO SOCIAL

POR SU TRAYECTORIA
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Conforme a lo antes mencionado, se tiene que las 
empresas industriales y comerciales del Estado, 
por disposición expresa de la ley, realizan actos de 
naturaleza comercial a los cuales se aplican las 
reglas del derecho privado, lo cual trae de suyo 
que, por regla general, debe tratarse de actos 
realizados a título oneroso, es decir, que por su ejecu-
ción la entidad recibe una contraprestación económica. 
Así mismo, dichos actos comerciales son realiza-
dos por la empresa industrial y comercial del 
Estado de manera habitual, lo cual deviene, sin 
mayor análisis, de su inclusión en el objeto previs-
to en sus estatutos o en la ley de su creación.

En este contexto, y entendida la naturaleza jurídica 
de una empresa industrial y comercial del Estado, 
es claro que su marco normativo de constitución 
está ligado de manera inexorable a la legislación 
comercial, aun cuando sea de naturaleza pública; 
pues es evidente que la intención del legislador 
era la de darle herramientas suficientes a los entes 
estatales para competir en igualdad de condicio-
nes con el sector privado, cuando fuera el Estado 
quien ofreciera bienes y servicios sometidos a la 
ley de oferta y demanda, generando competencia 
leal en un mercado específico.

ProviQuindío busca no solo liderar las políticas 
públicas en vivienda, infraestructura y equipa-
miento colectivo y comunitario, sino generar pro-
cesos productivos y que generen utilidades no 
solo para su propio funcionamiento, sino para ser 
reinvertidos en la ejecución de obras en beneficio 
de todos los quindianos.

El objeto social de la Empresa se encuentra dentro 
de su capacidad técnica y operativa, siendo un 
contratista óptimo para la realización de obras 
civiles, generando un reingreso de los recursos 

públicos, que permiten potencializarlos en mayor 
obra, o en condiciones más optimas dentro de los 
proyectos desarrollados.

La Ley 80 de 1993 sus modificación y sus regla-
mentaria han permitido la celebración de conve-
nios y contratos interadministrativos, siendo como 
último exponente el Artículo 3.4.2.1.1. Decreto 734 
de 2012, determina que las entidades señaladas en 
el artículo 2° de la Ley 80 de 1993 celebrarán direc-
tamente contrato entre ellas, siempre que las obli-
gaciones del mismo tengan relación directa con el 
objeto de la entidad ejecutora. Cuando fuere del 
caso y de conformidad con lo dispuesto por las 
normas orgánicas de presupuesto serán objeto del 
correspondiente registro presupuestal.

Es pertinente suscribir contratos interadminis-
trativos con ProviQuindío teniendo en cuenta:
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ACTIVIDAD ECONOMICA

POR LA CAPACIDAD OPERATIVA

POR SU INVERSION SOCIAL 
EN LAS ACTIVIDADES

POR SU GARANTIA EN LA 
ENTIDAD ESATATAL

POR SU OBJETO SOCIAL

POR SU TRAYECTORIA
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